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“El impulso más determinante para 

definir la política cultural es el deseo de 

convertir el aprendizaje en parte del  

proceso mismo de cambio social” 

Raymond Williams 

 

 

“Quien no conoce el horizonte social, 

político y espiritual dentro del cual se 

tiene que orientar, no va a poder 

solucionar los problemas que se le planteen” 

G. Picht 

 

 

 

 

 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 
 

 El cambio acelerado y transversal de los “dispositivos tecnoinformacionales” de 

producción y reproducción de las sociedades modernas perfila, en las últimas décadas, 

un nuevo ecosistema cultural cuya configuración y lógica organizativa es 

manifiestamente inestable y azarosa. La incertidumbre derivada de esta situación es 

comprensible en un momento de transición de la sociedad capitalista que afecta por 

igual a los códigos culturales, a las formas de configuración y representación espacio-

temporal, a los hábitos y formas de interacción y conocimiento público y a los modelos 

de regulación y control en torno a las redes e infraestructuras telemáticas. Las 

transformaciones de la esfera pública y de las formas socioculturales dominantes en 

nuestra “semioesfera” pueden ciertamente ser calificadas de revolucionarias. Alteran de 

raíz las relaciones entre capital, trabajo y conocimiento; y reestructuran, como resultado, 

los vínculos entre sistema educativo y medios de comunicación social. 

 

El reconocimiento de la importancia de las políticas educomunicativas tiene, a 

este respecto, lugar precisamente en un momento de incrementada complejidad 

tecnológica en el desarrollo del capital físico e intelectual que, acompañada de una 

fuerte demanda de conocimiento del propio sistema de producción, parece cuando 

menos vislumbrar la emergencia de un nuevo modelo de socialización : 
 

 “El aumento del número de escuelas de educación media, profesional y superior, así como 

de la actividad extraescolar, anuncian un cambio de rumbo que podríamos considerar como 

síntoma de una nueva revolución cultural, ligada al progreso tecnológico así como a los cambios en 

las condiciones generales de la vida humana; ésta encarna una revolución de magnitud comparable 
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a la que en su tiempo representó la introducción de la educación primaria general, pero de un 

alcance mucho mayor, porque el nivel al que se aboca el desarrollo actual prevé un papel muy 

diferente de la educación en la vida del hombre y de la sociedad, confiriendo a las transformaciones 

en la educación el carácter de una revolución cultural con importancia propia, que no depende ya 

inmediatamente del progreso tecnológico” (Labarca, 1989 : 98). 

 

 

 El estudio de las políticas públicas en materia de comunicación educativa trata 

precisamente de comprender este proceso cultural, analizando cómo evoluciona la 

integración complementaria de los recursos y medios de comunicación pública con el 

sistema educativo a partir del reconocimiento de la diversidad de formas y modelos 

potenciales de articulación. Las complejas relaciones entre capital económico y capital 

cultural, el papel de la escuela en la reproducción o cuestionamiento de las relaciones 

dominantes y el diseño de los contenidos y estructura curricular pueden, en efecto, ser 

planteados desde diferentes perspectivas. De ahí que la aplicación de programas y 

contenidos educomunicativos deba ser analizada políticamente.  

 

 El estudio de las políticas culturales es, desde este punto de vista, una tarea 

prioritaria en el diseño de la cultura pública. La definición de las relaciones discursivas 

y materiales del poder en las sociedades avanzadas depende cada vez más de la 

capacidad reflexiva de los agentes encargados de organizar socialmente el capital 

cultural sobre los supuestos y principios filosóficos que guían y condicionan su 

actividad productiva. En función de esta capacidad reflexiva, de este conocimiento 

explícito y formal de las premisas de partida que gobiernan el desarrollo público del 

capital económico y simbólico en cada sociedad, podemos definir políticamente  

alternativas y estrategias adecuadas de planeación de la Comunicación Educativa, 

capaces de discernir coherentemente la propiedad, regulación y acceso a la producción 

cultural y al conocimiento de los diferentes actores y agencias culturales, así como la 

lógica de la construcción de los valores, ideología y prácticas sociales hegemónicos en 

el campo de la comunicación y la educación. 

 

 Al identificar qué agencias diseñan las reformas educomunicativas y con qué 

fines, qué filosofía pública inspira los proyectos de integración en la materia y quiénes 

son los principales beneficiarios de las mismas, podemos además identificar, por 

ejemplo, qué concepción teórico-práctica de las NTIC sustenta el desarrollo de los 

sistemas educomunicativos, además de comprender mejor los criterios de identificación 

de las necesidades culturales y de estructuración y desarrollo de los programas de 

comunicación para el desarrollo en relación a las formas de poder simbólico y material 

que imperan en cada época y sociedad. 

 

 Como recuerda Apple:  

 
     “Qué se acepta como conocimiento, cómo se organiza, quién está capacitado para enseñarlo, qué 

se considera muestra adecuada de haberlo aprendido y – tan crítico como lo anterior – quién tiene 

la potestad de preguntar y responder todas estas cuestiones son aspectos y parcelas de cómo la 

dominación y la subordinación se reproducen y alternan en cada sociedad. Siempre hay, por tanto, 

una política de conocimiento oficial, una política que lleva consigo el conflicto con respecto a lo que 

algunos consideran como meras descripciones neutrales del mundo y otros como concepciones de la 

élite que capacitan para la acción a unos grupos mientras incapacitan a otros” (Apple, 1996 : 48). 

 



 La forma y diseño de los contenidos socialmente sancionados como cultura, y 

los procesos de producción y planeación educomunicativa, funcionan pues como 

marcadores de clase: 

 
 

“A medida que se va haciendo cada vez más patente que la política de la cultura constituye 

una fuente esencial y no secundaria para la conformación de la política cotidiana y global, la 

cultura de la política proporciona los marcadores ideológicos necesarios para establecer los 

referentes éticos y públicos para pensar en los límites de esta nueva unión entre tecnología y 

política. La cultura ya no está relegada al Olimpo de la cultura elevada, ni se desestima 

sumariamente como un simple reflejo de la base económica, sino que ha conseguido ocupar 

finalmente un lugar apropiado en el ámbito institucional y productivo como objeto esencial de 

debate, una poderosa estructura creadora de significados que no se puede abstraer del poder, y un 

ámbito de lucha intensiva sobre cómo deben perfilarse las identidades, definirse la democracia y 

recuperarse la justicia social como elemento fundamental de la política cultural” (Giroux, 2001b : 

16).  

 

 

Toda política educomunicativa se produce – por ello – inevitablemente “ a partir 

de conflictos, tensiones y compromisos culturales, políticos y económicos que 

organizan y desorganizan un pueblo” (Apple, 1996 : 47). Un claro ejemplo de este 

principio es el de las nuevas políticas de comunicación y educación que orientan 

actualmente el desarrollo de las autopistas telemáticas.  

 

 

Las decisiones públicas relativas al proyecto de construcción de la Sociedad 

Global de la Información (SGI) están definiendo un marco cultural de desarrollo del 

sistema de producción por el que los dispositivos de socialización y educación pública 

se pliegan y despliegan en torno a las industrias de la conciencia favoreciendo una 

nueva pedagogía cultural mediática, que mina y cuestiona el sistema formal de 

enseñanza, en virtud de intereses, más que educativos comerciales, por los que las 

necesidades capitalistas de valorización subsumen y colonizan la esfera pública como 

un objeto más de intercambio. En este proceso de subsunción de la sociedad entera por 

el capital, las políticas de comunicación y educación han redefinido sus objetivos desde 

parámetros claramente economicistas, modificando la función y sentido del 

conocimiento social a partir de criterios éticos, políticos y legales tecnocráticos. 

 

Así, paradójicamente, la función productiva del conocimiento que determina las 

necesidades de comunicación y educación en la nueva Sociedad Cognitiva favorece un 

enfoque de las políticas culturales acorde con los designios globales del capital 

vaciando, como veremos, de contenido la discusión pública sobre la economía política 

del conocimiento en virtud de un discurso tecnocientífico  que trata de abolir las 

diferencias de clase y de funciones (entre trabajadores manuales e intelectuales) por 

razones de eficiencia, eficacia e idoneidad de las políticas culturales, 

independientemente de la pertinencia y equidad de dichas políticas; esto es, abstrayendo 

las contradicciones y el contexto histórico-cultural en relación a los intereses 

ideológicos que median los programas de ciencia y tecnología, comunicación, 

educación y desarrollo en el modelo de integración dominante del mercado mundial, 

cuando, como decimos, toda experiencia en materia de comunicación educativa 

presupone una posición, un interés, un compromiso y concepción ideológica 

determinada del poder cultural que pueden, y deben, ser analizados históricamente. 

 



Desde hace más de dos décadas, las políticas públicas de integración económica 

regional constituyen  sin embargo un problema de conocimiento apenas tratado por los 

estudiosos del campo de la Comunicación Educativa. Si bien en la era de las redes 

globales las políticas de comunicación y cultura tienen una función estratégica en 

relación al proceso de desarrollo social, las lógicas de la economía política de la 

comunicación y la educación no han sido prácticamente exploradas por la investigación 

en comunicación, al tratar el proceso de construcción europea de la Sociedad Global de 

la Información o los problemas teóricos centrales que derivan del estudio de la 

Comunicación Educativa en el actual contexto histórico. Y ello pese a dominar en las 

políticas públicas en esta materia una clara orientación economicista que tiende a 

asignar a las tecnologías multimedia una función específica de rentabilidad y 

modernización productiva en el ámbito de la educación en términos de coste/beneficio. 

Parecería en consecuencia lógico pensar la pertinencia de un análisis de los procesos de 

información y aprendizaje que tome como referente tal dimensión económica. 

 

 La aplicación intensiva de las nuevas tecnologías de aprendizaje en el 

reforzamiento de las políticas de competitividad y modernización industrial mediante la 

cualificación de los recursos humanos en el marco de las transformaciones aceleradas 

del mercado de trabajo siempre ha procurado sin embargo ignorar, más o menos 

conscientemente, las implicaciones y trasfondo económico-político de este proceso, 

desplazando el núcleo de las preocupaciones en torno a las lógicas de producción y 

control social, a nivel macro, por un enfoque didáctico, metodológico y microsocial 

sobre las tecnologías de la información, los procesos educomunicativos y las 

metodologías de integración de las estrategias comunicativas, los dispositivos 

mediáticos y las dinámicas de formación; mientras las políticas culturales y la propia 

Comunicación Educativa contribuyen, como práctica teórica, a realizar, 

microsociológicamente, la valorización del capital, a través de los usos educativos de 

los bienes y equipos telemáticos de la industria electrónica y la definición de las 

“funciones” sociopedagógicas de los nuevos medios de producción y procesamiento de 

información, asumiendo como propia y natural la opacidad de las relaciones 

capital/trabajo en las que tiene lugar el proceso de “acomodamiento” de los nuevos 

sistemas de socialización del saber social acumulado. 

 

 

 Como marco teórico fundamental, el conocimiento que nos ofrece la Economía 

Política de la Comunicación y la Cultura puede clarificar en este sentido no sólo la 

lógica y evolución de la industria telemática en el contexto de la construcción europea 

de la Sociedad Global de la Información, sino además el propio objeto de estudio, la 

problemática y las posibles respuestas que necesariamente deben ser alentadas, 

interdisciplinariamente, en las Ciencias de la Comunicación, la Economía, la Política y 

las Ciencias de la Educación, en relación a las actuales reformas educativas y los 

procesos de convergencia del sector de la comunicación y los sistemas formales de 

enseñanza. 

 

 

 La centralidad y el liderazgo de las industrias de la comunicación en la 

proyección de las autopistas y redes multimedia, así como en los actuales usos sociales 

y educativos de los nuevos medios de aprendizaje, justifican, en este sentido, tanto la 

fundamentación teórico-metodológica del estudio de los procesos de integración de la 

comunicación y la educación en la Economía Política de la Comunicación y la Cultura, 



como la definición del objeto de estudio y tratamiento de las políticas públicas en este 

campo a partir de las “lógicas sociales” que rigen los procesos de expansión y desarrollo 

internacional de las industrias culturales. 

 

 

El dominio del sistema global de comunicación en las políticas culturales de 

Comunicación Educativa no es sólo, como estamos argumentando, un problema 

exclusivamente económico. La propagación de redes mundiales de telecomunicaciones 

no sólo representa la posibilidad real, innegable, por tanto, del acceso universal, sin 

límites, a la información, al saber y al conocimiento; el desarrollo de la revolución 

telemática significa además la superación de la vieja idea del derecho a la libertad de 

expresión y la naturalización de los nuevos procedimientos de dependencia y control 

hegemónicos. La transformación de la estructura global de  información y su 

interpenetración con el sistema educativo y cultural ha contribuído a redefinir las 

condiciones de desarrollo social configurando  nuevas bases de participación del Estado 

y las comunidades locales, de acuerdo a los estándares de inversión, organización y 

valorización del gran capital transnacional y al complejo sistema normativo que rige 

actualmente el proceso de expansión y “acomodamiento” del sistema de comunicación 

global, tanto en el ámbito del gran mercado del ocio como, inicialmente, en el campo de 

la educación y la formación tecnológica.  

 

 

“Las nuevas tecnologías y el favorable entorno político de los años recientes han 

proporcionado a las compañías multinacionales la capacidad de redistribuir la división 

global de la fuerza de trabajo por medio de las asignaciones de inversión directa en el 

extranjero” (Herman/McChesney, 1999 : 57). El desarrollo de las teleconferencias, de la 

enseñanza a distancia y las telecomunicaciones en general se convertido, por lo mismo, 

en objeto privilegiado de promoción del marketing corporativo, divulgado por la nueva 

teoría de difusión de las innovaciones, con el entusiasta apoyo de la UIT, el Banco 

Mundial, la OMC, la OCDE, la propia UNESCO y otros organismos internacionales, 

abanderados del nuevo futuro tecnológico en la sociedad de la información, que desde 

hace años vienen pregonando como principios básicos : 

 

1º) Que las telecomunicaciones benefician a la sociedad y la economía. 

 

2º) Que las nuevas tecnologías mejoran la relación costes/beneficios en el 

conjunto de la producción social. 

 

3º) Que el desarrollo de los nuevos medios permite una distribución y acceso 

igualitario a la información y al conocimiento con el consiguiente reparto 

equilibrado de los beneficios económicos y culturales.  

 

4º) Que la aplicación de las nuevas tecnologías es un factor determinante que 

facilita el cambio social y el desarrollo de mejores condiciones y calidad de vida. 

 

 

 

 

 

 



Obviamente, en este tipo de razonamientos sobre la sociedad tecnológica y la 

supuesta democratización que del saber realiza la tecnología se pasan por alto, de 

principio, los problemas estructurales de desigualdad y poder en los que tiene lugar el 

desarrollo del capital cultural y económico. En los planteamientos en boga sobre 

modernización tecnológica y reforma educativa, la educación pierde así el sentido 

igualitario entre clases y entre los hombres, porque efectivamente vamos hacia un 

mundo sin clases, cuyo modelo es la ciudad cableada como ciudad educativa. Ahora 

bien, en el modelo de la nueva ciudad informacional que se está configurando 

históricamente, “ lo que nadie nos dice es cómo desaparecerán las clases hoy existentes. 

Se concibe la tecnología como un instrumento para mejorar al hombre mejor, o para el 

ya mejorado, pero nunca se nos plantean las oportunidades de las clases desfavorecidas 

(...) para incorporarse al mundo feliz y aséptico de la formación permanente (para los ya 

formados) y de autonomía individual” (Colom/Melich, 1993 : 107). 

 

 

Así, la socialización de la fuerza de trabajo a través de la alfabetización 

universal por la extensión de la educación pública y gratuita para todos en Europa y la 

estandarización de las prácticas productivas por la automatización del sistema de 

producción iniciado en los años sesenta con la revolución informática tienen lugar hoy 

paralelamente a la introducción de una política educativa adecuada a las necesidades de 

la nueva economía de la información a través del proceso de comercialización de la 

cultura y de la masiva transferencia de recursos y poder político y económico públicos 

al sector privado que el Grupo de los Siete sancionó, en relación a la Sociedad Global 

de la Información, como un modelo de desarrollo universal, asumido, paradójicamente, 

por las instituciones comunitarias en forma de “alternativa de progreso para la igualdad 

de oportunidades” precisamente cuando más profundamente desequilibrada y desigual 

es la relación capital/trabajo resultante de la informatización de los procesos 

productivos y de industrialización de las prácticas socioculturales (Venturelli, 1999). La 

doctrina del libre flujo de la información, envuelta en la aureola populista de la 

competencia y la modernidad del mercado, preside así hoy el desarrollo de políticas 

comunicativas regionales basadas en la privatización sistemática, la concentración 

exacerbada y la desregulación, bajo el liderazgo y protagonismo de los grupos 

transnacionales de comunicación.  

 

 

Los nuevos imperios audiovisuales, la creciente monopolización de las redes y 

circuitos de valorización de la industria de la comunicación y el control y organización 

de las nuevas formas de descentralización económico-cultural de las industrias de la 

información por el capital transnacional son resultado en el actual proceso de 

globalización de una política liberalizadora asumida y pensada al servicio de los 

intereses estratégicos de importantes operadores multimedia como Time Warner o 

Microsoft. Estos y no otros están siendo, en verdad, los agentes de unificación e 

integración del mercado de la comunicación, la educación y la cultura en todo el mundo. 

Ahora bien, la historia del proceso de convergencia y articulación de la Comunicación 

para la Educación no ha evolucionado siempre en el mismo sentido. 

 

 

 

 
 

 



UNA HISTORIA POLÍTICA DE LA COMUNICACIÓN EDUCATIVA 
 

 

 Desde el origen de la cultura de masas, el interés de las industrias culturales por 

colonizar el sistema educativo ha sido más que manifiesto, penetrando con más éxito 

que fracasos el sistema formal de enseñanza gracias, en parte, a la colaboración de las 

autoridades educativas nacionales. Una genealogía crítica de la Comunicación 

Educativa ilustra cómo, desde aproximadamente 1920, el proceso de disciplinamiento 

social a través de los modernos medios de comunicación colectiva revolucionó las 

formas de saber y poder social alterando los usos y concepciones tradicionales de la 

educación y, en consecuencia, las estrategias públicas de planeación del sistema 

educativo, de acuerdo a las necesidades de mediación ideológica y al modelo dominante 

de reproducción social. No viene al caso tratar aquí en detalle tales antecedentes. Pero sí 

al menos reconstruir cómo se han sentado las bases de constitución del actual proyecto 

de convergencia educomunicativa iniciado con la revolución digital, entendiendo que, 

como es obvio, el replanteamiento de las políticas culturales que hoy tiene lugar no es 

reciente. Antes bien, se trata de un largo proceso de reconstitución paulatina de las 

funciones estructurales de socialización y reproducción cultural marcado por cuatro 

etapas: 

 

1. La primera etapa comprende desde el nacimiento de la UNESCO (1946) al 

desarrollo experimental de los primeros programas nacionales de educación para 

la recepción (1960). En esta fase exploratoria, las políticas nacionales y los 

estudios prospectivos de organismos internacionales como la OCDE o el 

Consejo de Europa definen por vez primera estrategias sistemáticas de 

integración de los sistemas informativos en las políticas educativas y de 

desarrollo cultural tanto en relación a la televisión educativa como en relación a 

los medios impresos y de radiodifusión. Con la emergencia de los primeros 

conglomerados informativos en Europa y Estados Unidos, las políticas de 

modernización pedagógica favorecerán en esta línea programas de socialización 

cultural con el concurso de las corporaciones mediáticas. Se trata sin embargo de 

políticas públicas fragmentarias, inconexas y básicamente sectoriales, esbozadas 

más como proyección teórica que como programa práctico de integración. 

 

2. Sólo a partir de la década de los sesenta podemos hablar, en sentido estricto, de 

políticas de comunicación y educación, cuando los gobiernos europeos y 

norteamericanos, junto a países como Japón, México, Brasil o Australia, 

implementan programas nacionales destinados a integrar los medios de 

información en el aula ya no de forma experimental como desde una concepción 

integradora vinculada al proceso de internacionalización intensiva del sector de 

la comunicación. En este empeño, cobran especial importancia las iniciativas 

nacionales de introducción de los sistemas automáticos de información en el 

aula y los programas nacionales de comunicación y educación impulsados, en la 

mayoría de los casos, al servicio del proyecto globalizador de la economía 

capitalista, siguiendo las recomendaciones de informes como “Aprender a ser” 

de la UNESCO. La crisis de acumulación del modelo fordista da lugar además 

en esta etapa a la consideración pública del conocimiento como un factor 

productivo de primer orden. Vinculada a la carrera aeroespacial, las políticas de 

comunicación y educación y los programas de ciencia y tecnología son 

identificados por primera vez, en EE.UU., vectores esenciales del desarrollo 



capitalista, proyectando las necesidades fundamentales en materia de 

comunicación educativa en relación al proceso de integración del mercado 

mundial. Las teorías dominantes por esta época sobre capital humano o 

experiencias internacionales de teleducación como Barrio Sésamo anticipan, en 

esta dirección, los principios filosóficos que hoy alumbran los proyectos 

institucionales de modernización educomunicativa cuestionando las políticas 

sociales compensatorias del Estado de Bienestar y los sistemas nacionales de 

regulación y organización cultural. Paradójicamente, al mismo tiempo, la 

reunión de la UNESCO en Bogotá (1974) anticipó el proyecto de definición 

internacional de políticas públicas para la comunicación y la educación para el 

desarrollo con la recomendación a los gobiernos nacionales de definir políticas 

que democraticen los medios y mejoren la contribución de los sistemas 

informativos al servicio del desarrollo nacional. Idea esta criticada por las 

asociaciones de propietarios y directores de medios de comunicación que, desde 

el principio, calificaron como grave amenaza a la libertad de expresión, lo que 

originó una grave campaña contra el movimiento internacional por la 

democracia en los medios que dos años después, en 1976, en San José de Costa 

Rica, daría lugar a una declaración de principios cuya aplicación estaba, de 

antemano, condenada al fracaso incluso en países como Venezuela cuyo 

gobierno fue más que activo en este compromiso. La I Conferencia Sobre 

Políticas Nacionales de Comunicación constituyó no obstante el primer intento 

serio de reforma pública de la comunicación que en adelante inspirará los 

primeros esfuerzos públicos por coordinar el control y desarrollo de las nuevas 

tecnologías y los modernos sistemas de comunicación en la defensa de la 

soberanía nacional. Las recomendaciones emanadas de la reunión de Costa Rica 

no sólo fueron orientativas en este sentido de la demanda de un intercambio 

internacional de información más justo y equilibrado, sino también el punto de 

partida de las primeras medidas para garantizar el acceso y la participación en 

los medios de todos los miembros y grupos de la sociedad, especialmente en los 

países del Sur. Pero tales formulaciones se produce en un nuevo marco crítico 

para el alcance de la acción gubernamental en la materia. El cambio 

experimentado en las dos primeras décadas de este período en el sistema 

económico internacional no sólo modifica las bases materiales del modelo de 

regulación y acumulación capitalista diferenciando y especializando la 

producción a partir de modelos flexibles de organización productiva. 

Paralelamente, el sistema educativo es objeto de programas intensivos de 

modernización que, en congruencia con las transformaciones generales del 

mundo del trabajo, tratan de hacer evolucionar el sistema público de educación 

de modelos masivos, uniformes y centralizados a sistemas polivalentes, 

innovadores y personalizados de formación flexible y a distancia a través 

precisamente de los medios informativos. La crisis de acumulación del modelo 

fordista da lugar además en esta etapa a la consideración pública del 

conocimiento como un factor productivo de primer orden. Vinculada a la carrera 

aeroespacial, las políticas de comunicación y educación y los programas de 

ciencia y tecnología son identificados por primera vez, en EE.UU., como 

vectores esenciales del proceso general de desarrollo capitalista, proyectando las 

necesidades fundamentales en materia de comunicación educativa en relación al 

proceso de integración del mercado mundial. Las relaciones educativas y 

culturales pasan así al primer plano de las relaciones internacionales.  



3. El fracaso del NOMIC y del proyecto político-cultural del Informe McBride 

revela, en este sentido, no sólo la clausura de una etapa histórica en la 

comunicación internacional, sino también la reorientación y crisis de las 

políticas públicas inaugurando un periodo  - el comprendido entre 1981 y 1995 – 

marcado por la liberalización y desregulación de los sistemas nacionales de 

comunicación y educación y el desplazamiento de los resortes del poder cultural 

del ámbito de los Estados nacionales a los medios y corporaciones globales. En 

este proceso, la educación y la comunicación pública han sido objeto de 

interesadas críticas por las fuerzas políticas y económicas hegemónicas. Las 

políticas culturales contrarreformistas lideradas por la administración Reagan y 

el gobierno conservador de Margaret Thatcher inician, en los años ochenta, bajo 

el argumento legitimador de la necesaria modernización competitiva, un 

programa de desmantelamiento de los servicios públicos que someterá a los 

medios de comunicación y al sistema educativo a los imperativos del capital de 

acuerdo a los requerimientos de la oferta y demanda del mercado de la cultura. 

El conservadurismo neoliberal y su programa de privatizaciones, corporativismo 

extremo y competitividad exacerbada influirán a tal grado las políticas públicas 

en comunicación y educación que todo proyecto democrático de integración 

cultural será desestimado en favor de criterios productivistas o instrumentales, 

relegando el papel de los poderes públicos en materia educomunicativa a una 

función meramente subsidiaria. Esta situación ha favorecido lo que Herbert 

Schiller denomina la apropiación corporativa del espacio público, redefiniendo 

los objetivos de la educación y las funciones y modelo de organización de la 

comunicación pública según los intereses del capitalismo global. La base 

ideológica de estas políticas culturales es la explotación intensiva del 

conocimiento del nuevo sujeto postfordista mediante la movilización individual 

en interés de la valorización del capital por la que se niega toda perspectiva 

cultural contraria a las necesidades del proceso de acumulación. En esta política 

cultural, el sujeto de la educomunicación “se limita a encajar con la mayor 

perfección en los valores y normas capitalistas, a ser más racional, más 

competitivo, mejor estimulado por las recompensas extrínsecas, más sensible a 

las fuerzas del mercado y al cambio social y económico dentro del marco 

capitalista” (Martín Carnoy, 1988 : 18), lo que paradójicamente redunda en su 

progresiva descualificación como fuerza de trabajo, acelerada especialmente con 

la automatización intensiva de la industria que dio lugar a la Educación Asistida 

por Ordenador en los centros educativos más avanzados.  

 

4. La misma lógica anima el auge de las políticas educomunicativas en la primera 

mitad de la pasada década y, desde luego, aún hoy inspiran las múltiples 

iniciativas públicas de desarrollo de la Sociedad Global de la Información (SGI). 

A partir de 1995, con la definición del proyecto norteamericano de globalización 

cultural asumido por el G8, la dialéctica de recomposición de los servicios 

públicos de comunicación y educación y el desmantelamiento del Estado de 

Bienestar keynesiano modifica las condiciones socioculturales del modelo de 

desarrollo consolidando una política cultural basada en la “delegación de 

poderes” y en el “proceso deliberado de subterfugios, deformación, ocultación y 

dejación voluntaria” dirigido a reproducir el sistema asimétrico de dominación 

en el campo de la comunicación y la educación. De acuerdo a estas condiciones, 

el Estado se va a orientar en dos sentidos : “uno está relacionado con la 

necesidad de encubrir o, por lo menos, desplazar la responsabilidad de las 



insuficiencias y desigualdades intrínsecas del capitalismo. El segundo tiene que 

ver con el requisito de justificar sus propias actividades, disimulando, por 

ejemplo, sus relaciones con el capital mediante una postura de neutralidad 

benevolente. Cuando el capitalismo no consigue aportar prosperidad y 

oportunidades, se corre el riesgo de que la gente no repare sólo en los problemas 

estructurales del sistema educativo, sino en los fundamentos del modo de 

producción” (Whitty/Power/Helpin, 1999 : 64). Las políticas culturales 

contemporáneas fomentan por ello un discurso y una cultura pública de la 

responsabilidad civil limitada que pone el acento no tanto en los aspectos 

políticos de los programas modernizadores de competencia y productividad 

como en los criterios empresariales que gobiernan la acción institucional de los 

responsables públicos en materia de comunicación y educación. Llama, en este 

sentido, poderosamente la atención cómo la afirmación de la valiosa 

contribución de las políticas culturales al desarrollo económico se produce 

paralelamente a la despolitización de las políticas públicas, delegadas a 

organismos paraestatales “independientes” : 

 

“Con la eliminación o los cambios progresivos de las funciones de intermediación 

del gobierno o de la administración entre el Estado central y las instituciones de enseñanza, 

la política convencional y el control burocrático a cargo de organismos públicos se 

sustituyen con instituciones casi autónomas con presupuestos propios que compiten por los 

clientes en el mercado, un sistema de rendición mercantil de cuentas que, con frecuencia, 

está regulado por las llamadas agencias no gubernamentales. Estas instituciones casi 

autónomas, financiadas por el Estado, aunque en su funcionamiento intervenga un número 

considerable de elementos privados y voluntarios, hacen que la educación parezca tener un 

carácter menos político” (Whitty/Power/Helpin, 1999 : 63). 

 

 

Así, las políticas culturales son desprovistas de todo control y 

racionalidad democrática vaciando de contenido la discusión pública, 

paralelamente a la privatización de la universidad, los medios de comunicación, 

los sistemas de telecomunicaciones e incluso los programas de investigación y 

desarrollo en beneficio de las grandes corporaciones industriales y del capital 

financiero. 

 

En esta línea, la estrategia de despolitización de las políticas públicas en 

comunicación y educación debe ser situada dentro de una dinámica ideológica 

mucho más global en la que estamos asistiendo al intento del nuevo bloque 

hegemónico por transformar nuestras ideas y filosofía sobre la función de la 

comunicación y la educación de acuerdo a nuevos parámetros; una dinámica que 

– como advierte Apple - habría hecho estremecerse a Dewey y que se 

caracteriza, básicamente, por la conversión de la democracia en un concepto más 

económico que político, por el que el sentido y noción de bien público queda 

marginado de las deliberaciones sancionables por los intereses corporativos de 

las industrias de la conciencia. Los valores empresariales de flexibilidad, 

competencia y producción racionalizada bajo demanda son, por el contrario, los 

principios postfordistas que inspiran hoy la filosofía pública en comunicación 

educativa. En torno a ellos, se esbozan diversas medidas y programas de 

actuación cultural que tratan de integrar el sistema educativo y los medios de 

comunicación procurando :  

 



1. La liberalización de las ofertas formativas y posibilidades 

electivas de acuerdo a principios de economía de mercado. 

2. La calidad y excelencia en función de objetivos y 

conocimientos curriculares básicos y sistemas de validación y 

evaluación nacionales. 

3. El diseño de contenidos de instrucción formal convencionales. 

4. La orientación empresarial de los programas y actividades 

académicas en función de las necesidades de la industria y del 

mercado de trabajo. 

 

Estos cuatro objetivos son especialmente constatables, por ejemplo, en 

los proyectos de modernización de la enseñanza superior. Como critica Giroux : 

 
“Los principios de contabilidad de costes de eficiencia, estimación, predicción y 

control del orden empresarial han modificado de muchas maneras el significado y 

propósito de la educación (...) En la actualidad, a muchos decanos se les confiere el título de 

presidentes, los programas académicos se racionalizan para recortar gastos y, en muchas 

universidades, los nuevos directores ejecutivos trabajan activamente para entablar 

relaciones estrechas entre sus universidades y el mundo de la empresa” (Giroux, 2001b : 

57). 

 

Al mismo tiempo, las políticas de privatización y concentración cultural 

refuerzan desigualdades estructurales que, agudizadas por el objetivo de la 

competencia, reducen las expectativas sociales respecto al sistema público 

favoreciendo una lógica darwinista de selección que obliga a la Universidad a 

incidir con mayor énfasis si cabe en las políticas modernizadoras de calidad 

total, productividad y desarrollo tecnocomunicativo para la formación virtual y 

flexible a distancia, cuyos efectos son cada día más devastadores para la 

formación y conocimiento universitario, al reproducir un círculo vicioso a escala 

global  sólo superable desde un discurso y acción política alternativa al modelo 

capitalista. 

 

 

SOCIEDAD DEL CONOCIMIENTO Y POLÍTICAS CULTURALES 

 

En el análisis de las políticas de comunicación y educación podemos distinguir 

dos modelos básicos de política cultural: las políticas públicas democráticas y las 

políticas educomunicativas liberales : 

 

“Entre los intentos democráticos de reforzar los derechos de las personas sobre las políticas 

y prácticas de escolarización, y la insistencia neoliberal en la mercantilización y la privatización hay 

importantes diferencias. El objetivo de la primera es ampliar la política, para revivificar la práctica 

democrática, hallando formas de reforzar la discusión, el debate y la negociación públicas. Está 

intrínsecamente basado en una visión de la democracia considerada como práctica educativa. Por 

otra parte, la segunda trata de contener la política. Pretende reducir toda la política a la economía, 

a una ética de elección y consumo” (Apple, 1996 : 55). 

 

 

Las políticas públicas hoy dominantes, a nivel internacional, apuntan en esta 

última dirección, haciendo prevalecer el principio de libre flujo de la información y la 

financiación de fuertes inversiones públicas para la adquisición de sistemas telemáticos 



de educación en lo que se considera, en línea con la teoría de difusión de innovaciones, 

un indicador privilegiado de modernización a través de la comunicación para el 

desarrollo. Un ejemplo ilustrativo de esta filosofía es el caso de la Comisión Europea 

que, preocupada por el fomento de nuevos conocimientos y la alfabetización 

tecnológica, ha puesto en marcha diversas iniciativas en materia de comunicación 

educativa desde una visión instrumental de las nuevas redes de aprendizaje que ha 

terminado fracasando por la propia lógica constituyente de esta política cultural, basada 

en el recorte presupuestario y el adelgazamiento del sistema público a la vez que se 

exige, en programas y declaraciones públicas institucionales, grandes esfuerzos de 

modernización tecnológica para la transformación de la enseñanza formal, con el 

resultado ya conocido de mayor endeudamiento y transferencia de fondos públicos a los 

operadores privados, sin que los proyectos de innovación pedagógica del aula virtual 

multimedia hayan alcanzado siquiera la mitad de los parabienes pregonados por 

organizaciones como la OCDE.  

 

El origen del notorio fracaso de estas políticas se debe al propio planteamiento 

de partida de la economía neoclásica de la información y su incapacidad para 

transformar (cualitativamente) de forma significativa la sociedad emergente divisable 

con la revolución del conocimiento : 

 

“La proyección de la organización de las empresas sobre la economía nacional, en la que se 

basa la teoría de los neoclásicos, encubre (por la injustificada transferencia de la racionalidad de la 

empresa individual) las dificultades del capital para optimizar el sistema educativo, en el sentido de 

subordinarlo a sus intereses de valorización. Las pretensiones contradictorias de las diferentes 

fracciones del capital; el proceso por el que las fuerzas económicas más poderosas, los monopolios y 

los oligopolios, imponen sus intereses como los decisivos y dominantes para toda la sociedad; la 

problemática de una transformación institucional de los intereses dominantes no están de ninguna 

manera en las reflexiones de los modelos analíticos de la economía de la educación. La función 

ideológica de estas teorías, encubrir las contradicciones y problemas existentes del proceso de 

valorización del capital, conduce, por otra parte, al alejamiento de la práctica, hecho también 

constatado por los científicos burgueses” (Labarca, 1989 : 293). 

 

 

Un reto prioritario, en este sentido, es desarrollar la capacidad crítico-reflexiva 

de la investigación en comunicación educativa para, ante la nueva economía política del 

conocimiento, trascender las contradicciones y obstáculos consustanciales a este tipo de 

políticas públicas, diseñando las bases de una alternativa democrática consistente frente 

a la crisis y vaciamiento de la racionalidad pública, la complejidad cultural del cambio 

tecnológico, la autonomía, descentralización y competitividad educomunicativas y la 

progresiva mercantilización del conocimiento. 

 

 

Desde un planteamiento crítico de la comunicación educativa, el análisis de las 

políticas culturales pasa por comprender el contexto de determinaciones múltiples de la 

sociedad capitalista relacionando la educomunicación con el proceso de acumulación de 

capital social y cultural, por un lado, y por otra parte integrando el análisis de las 

políticas de comunicación y educación con las condiciones de trabajo y las necesidades 

de calificación del sistema productivo : 

 

“Los trabajadores culturales tendrán por tanto que volver a abordar una política de 

representaciones y el discurso de la economía política, tratando de sus diversas interrelaciones 

como una forma de trabajo cultural que rechaza la dicotomía material/cultural. El resultado podría 



ser comprender cómo tales modalidades se interrelacionan dentro de contextos diferentes más allá 

de las fronteras nacionales” (Giroux, 2001a : 121). 

 

 

Pues hoy la planeación de las políticas culturales viene además condicionada por 

procesos de deslocalización y globalización económica, de apertura y mutaciones 

tecnológicas a escala planetaria, que traspasan el marco tradicional de los Estados 

nacionales. La recomposición de los servicios públicos ha redefinido el rol del Estado 

rearticulando las relaciones entre comunicación, educación y gobierno en virtud de una 

filosofía de la libre competencia que reduce el aparato del Estado a una función 

básicamente evaluadora, mientras se acentúan las contradicciones entre medios 

globales, educación pública y currículo nacional. 

 

Problemas como la articulación del sistema de formación reglada con un modelo 

económico productivista de integración global, de organización de medios 

educomunicativos  en un escenario de obsolescencia y aceleración tecnológica intensiva 

y creciente dualización social o de acreditación y validación cultural en una lógica de 

mercado perfilan en este sentido nuevas bases de actuación política marcando límites y 

condiciones originales a la intervención pública que exigen una redefinición de los 

paradigmas y objetos políticos-económicos en materia de comunicación educativa. En 

juego está la respuesta y tratamiento integrador equilibrado de múltiples retos como : 

 

- La reforma institucional del sistema público de enseñanza. 

- La investigación y evaluación de los programas de innovación y desarrollo. 

- La extensión de redes de aprendizaje. 

- La redefinición de roles y funciones culturales. 

- La alfabetización tecnológica. 

- La organización y gestión social del conocimiento. 

- O la regulación local y global de las actividades de comunicación y 

educación. 

 

HACIA UNA POLÍTICA GENERATIVA 

 

El primer paso en esta dirección debe traducirse en la redefinición de las 

relaciones entre políticas culturales y la política en general y entre políticas culturales y 

pedagogía desde un enfoque más generativo y radicalmente democrático que conciba la 

política como una actividad formativa comprometida con la vinculación de los textos 

culturales con los contextos institucionales que dan sentido a los lugares en los que 

habita el sujeto de la nueva economía política del conocimiento.  

 

 

Frente a la concepción instrumental de las políticas de comunicación y 

educación, gobernadas por criterios normativos, económicos o institucionales, el 

análisis y diseño democrático de los programas educomunicativos se plantea como una 

práctica de reflexividad social colectiva de discusión pública democrática sobre los 

intereses y contradicciones internas de los proyectos de estructuración y coordinación 

sociocultural : de las estrategias de comprensión a las iniciativas de compromiso y 

transformación social. 

 



En este empeño, los análisis culturales de la Economía Política de la 

Comunicación y la Educación son fundamentales, al apuntar tendencias, lógicas sociales 

y contradicciones estratégicas en el desarrollo de las industrias de la comunicación y el 

conocimiento. El estudio de los vínculos estructurales entre Estado, corporaciones 

multimedia, procesos de concentración industrial, sistema educativo y desarrollo 

económico es, más que un reto científico, una prioridad práctica. Pues sólo a partir de 

un análisis económico-político de los proyectos de construcción de la SGI, y de las 

implicaciones socioeducativas, es posible conocer los límites y alternativas culturales en 

la sociedad cognitiva. 

 

Sin duda alguna, de la capacidad de mapeo y descripción de las cartografías y 

mediaciones de la industria cultural en las nuevas modalidades de enseñanza dependerá 

el proyecto educomunicativo de universalización democrática del saber y del 

conocimiento y la aspiración emancipadora de las fuerzas de progreso en su apuesta por 

la construcción de una Sociedad Global de la Información inspirada en la utopía del 

espíritu McBride : Un solo mundo, voces múltiples.  

 

Al fin y al cabo, como escribiera Wright Mills, lo pragmáticamente posible no 

está fijado con independencia de nuestra imaginación, sino configurado por nuestras 

visiones. Esto y no otra cosa es la ciencia de la política educomunicativa : el arte de lo 

posible. 
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- MEDIA SCHOOL BUSINESS : www.mediaschool.org 

- OBSERVATORIO AUDIOVISUAL EUROPEO : www.obs.coe.int/oea/fr 

- OCDE : http://bert.eds.udel.edu/oecd 

- UNESCO : www.unesco.org 
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